Señor
JUEZ DE TUTELA-REPARTO-
Manizales-Caldas
Ref. Acción de Tutela
ACCIONANTE: ALVARO LOPEZ CARDENAS
ACCIONADOS: REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
BENICIO MONSALVE VALENCIA, mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, identificado con la cédula de ciudadanía número 10.267.280 de Manizales, abogado en ejercicio con Tarjeta Profesional número 82.889 del C.S.J., obrando en nombre y representación de ALVARO LOPEZ CARDENAS, mayor de edad, identificado con la C.C. 10.233.702  de Manizales-Caldas, domiciliado y residente en la ciudad de Manizales, de manera respetuosa me dirijo al despacho para presentar acción de tutela en contra de la REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, por vulneración al derecho constitucional de debido proceso administrativo, derecho al trabajo, a la seguridad social y al mínimo vital, dignidad humana, estabilidad laboral, igualdad, y confianza legítima,  de conformidad con las siguientes solicitudes y con base en los siguientes
HECHOS
PRIMERO: El Doctor ALVARO LOPEZ CARDENAS, ha estado vinculado, en forma continua e ininterrumpida a la REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, en el cargo de DELEGADO DEPARTAMENTAL 0020-04, planta global sede central, desde el 24 de Junio de 2014, y en la última designación como DELEGADO DEPARTAMENTAL EN EL DEPARTAMENTO DE RISARALDA, en la modalidad LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÒN, hasta el 31 de Enero de 2020, donde fue desvinculado de manera unilateral y sin motivación, en los siguientes períodos:
1.- 24-06-2014 hasta 23-12-2014
2.- 24-12-2014 hasta 23-06-2015

3.- 24-06-2015 hasta 23-09-2015 

4.- 24-09-2015 hasta 29-11-2015 

5.- 01-12-2015 hasta 31-05-2016 

6.- 01-06-2016 hasta 31-07-2016 

7.- 01-08-2016 hasta 31-10-2016 

8.- 01-11-2016 hasta 31-01-2017 

9.- 01-02-2017 hasta 30-04-2017 

10.- 01-05-2017 hasta 31-07-2017 

11.- 01-08-2017 hasta 31-10-2017 

12.- 01-11-2017 hasta 31-01-2018 

13.- 01-02-2018 hasta 30-04-2018 

14.- 01-05-2018 hasta 31-07-2018 

15.- 01-08-2018 hasta 31-10-2018

16.- 01-11-2018 hasta 31-01-2019

17.- 01-02-2019 hasta 30-04-2019

18.- 01-05-2019 hasta 31-07-2019

19.- 01-08-2019 hasta 31-10-2019

Y La última vinculación, según se desprende del certificado RC 010805-20 DE LA GERENCIA DE TALENTO HUMANO- GRUPO DE REGISTRO Y CONTROL ES: 20.- 01-11-2019 HASTA 31 DE ENERO DE 2020.

Total tiempo servicio ininterrumpido: cinco (05) años siete (07) meses.
SEGUNDO.- 
Mediante RESOLUCION Nº 4990 del 21 de MAYO del año 2019, EL REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, ordena trasladar entre otros servidores públicos, al Dr. ALVARO LOPEZ CARDENAS, de la DELEGACION DEPARTAMENTAL RISARALDA A LA DELEGACIÒN DEPARTAMENTAL DE CESAR,   luego se le informó al demandante que debía regresar a su cargo como DELEGADO DEPARTAMENTAL DE RISARALDA, mediante comunicación de la cual reposa el original en la REGISTRADURIA y que no tiene copia el accionante, dado que todas estas comunicaciones llegaban al correo institucional de mi poderdante, correo al cual, en este momento, por estar fuera de la registraduría, ya no tiene acceso al mismo, por cuanto ya se le canceló la clave y no es posible acceder a esa información.
TERCERO: Como ejemplo de este procedimiento, se adjunta copia del  memorando 0702 del 25 de junio de 2019, mediante la cual se prorroga la vinculación al Dr. ALVARO LOPEZ CARDENAS, como DELEGADO DEPARTAMENTAL de que habla el hecho primero, por tres meses, procedimiento que se realizó en cada una de las 19 prorrogas del contrato, tal como se observa en la parte pertinente del citado memorando cuando se dice: “Me complace comunicarle que mediante Resolución Nº XXXXXXXXXXXX del XXXXXX del año XXXXX, ha sido prorrogado su nombramiento como DELEGADO DEPARTAMENTAL 0020-04- Planta Global Sede Central en libre nombramiento y remoción, hasta por el término de tres (03) meses y finalizará al término del mismo sin que para ello se requiera acto administrativo ni comunicación alguna.”
CUARTO: Mediante MEMORANDO del mes de Octubre de 2019, se LE INFORMA AL DR. ALVARO LOPEZ CARDENAS, QUE SE LE PRORROGABA EL CONTRATO HASTA EL 31 DE ENERO de 2020, INCLUSIVE, fecha en la cual finalizaba SU vinculación como DELEGADO DEPARTAMENTAL DE RISARALDA Y QUE DEBIA HACER ENTREGA FORMAL DE LAS ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LAS FUNCIONES DEL CARGO (CIRCULAR 079 DEL 13 de agosto de 2009,  004 de enero 12 de 2010, y 245 del 10 de septiembre de 2014), es de anotar igualmente que dicha comunicación y su resolución respectiva,  reposa original  en la REGISTRADURIA y de la que no tiene copia el accionante.  En el mismo citado memorando, refiere mi mandante que también tenía inserto el mismo texto de: Me complace comunicarle que mediante Resolución Nº XXXXXXXXXXXX del XXXXXX del año XXXXX, ha sido prorrogado su nombramiento como DELEGADO DEPARTAMENTAL 0020-04- Planta Global Sede Central en libre nombramiento y remoción, hasta por el término de tres (03) meses y finalizará al término del mismo sin que para ello se requiera acto administrativo ni comunicación alguna.” Donde como todas las prórrogas nunca fueron motivadas, para el caso de cada una de las terminaciones del contrato, con clara violación al debido proceso.
QUINTO: Igualmente en el citado MEMORANDO del mes de Octubre de 2019, se LE INFORMA AL DR. ALVARO LOPEZ CARDENAS, que al final de su vinculación debía hacer entrega de las actividades relacionadas con las funciones del cargo, efectuar la entrega de todos los bienes, cancelar las cuentas de usuario de los diferentes aplicativos del sistema y el diligenciamiento de los formatos de declaración de bienes y rentas, PERO NADA DICE SOBRE LAS RAZONES DE LA MOTIVACION DE LA EXPEDICIÓN DE DICHO ACTO ADMINISTRATIVO.
SEXTO: Para el día 03 de Febrero de 2020,  (lunes) cuando mi poderdante se hizo presente en su habitual oficina de la DELEGATURA DE LA REGISTRADURIA, A EFECTOS DE HACER ENTREGA POR ESCRITO DEL CARGO, se enteró que en su reemplazo fue designado EL DOCTOR WILLIAM MALPICA HERNANDEZ, quien no registra experiencia alguna en cargos similares, donde se demuestra un tinte diferente a la mejora del servicio, pues el citado Señor Malpica, no tiene ni la formación profesional ni la experiencia en la Registraduría siquiera similar a ALVARO LOPEZ CARDENAS, para poder decir que dicho cambio se hizo para una mejora del servicio.
SEPTIMO: El Doctor ALVARO LOPEZ CARDENAS reside en la ciudad de Manizales, y labora en el municipio de PEREIRA (RISARALDA) de lunes a viernes.
OCTAVO: Tal como se puede demostrar con la hoja de vida de ALVARO LOPEZ CARDENAS, demuestro que tiene formación profesional como Abogado, además posee especialización en DERECHO ADMINISTRATIVO, y además de la experiencia como registrador del Estado Civil desde el 24 de junio del año 2014, CONCEJAL DEL MUNICIPIO DE MANIZALES, CONJUEZ DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS, Y ASESOR JURIDICO POR CERCA DE VEINTE AÑOS, ENTRE OTROS.
NOVENO: El núcleo familiar de ALVARO LOPEZ CARDENAS, está compuesto de su SEÑORA ESPOSA y sus hijos ya mayores, pero debe velar por la manutención de su Señora Madre, y de su Señor Padre por quienes debe trabajar y ayudar con los recursos de su trabajo a su subsistencia, quienes viven en el Municipio de Neira-Caldas, desde y hacia donde debe permanentemente desplazarse de su lugar de trabajo como DELEGADO DE LA REGISTRADURIA con sede en Pereira, es de anotar que de acuerdo a declaración extra juicio que se anexa, y a la copia informal de la historia clínica del Señor Padre del accionante, las condiciones médicas son delicadas y requieren de la presencia y apoyo económico del accionante. 
DECIMO: Para quienes como el Accionante ALVARO LOPEZ CARDENAS, tienen una vinculación laboral provisional, a un cargo de LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÒN, la jurisprudencia vigente de las altas cortes, y en aplicación de la Ley, han dispuesto que gozan de una estabilidad intermedia y en algunos casos como estabilidad laboral reforzada, hasta que el mismo cargo sea provisto por quien haya ganado el concurso de méritos, concurso que no se ha efectuado hasta la fecha. 

De igual manera que el accionante debe ser considerado como PREPENSIONADO, puesto que el accionante, el Doctor ALVARO LOPEZ CARDENAS, tiene actualmente sesenta y cinco (65) años, LO QUE LO HACE BENEFICIARIO DE ESTA FIGURA PROTECCIONAL CONSTITUCIONAL, a luz de lo dispuesto en la Sentencia T.186 de 2013. Y T 663 DE 2011 y las demás recientes líneas jurisprudenciales sobre el particular:  
[image: image1.emf]
OCTAVO: Los medios de comunicación, ya han registrado los efectos de lo que ellos denominan la “barrida” en la registraduría, promovida según los medios por el actual Registrador del estado civil, para abrirle espacio a cuotas políticas y personales (ver columna de las 2 orillas del 17 de febrero de 2020, en cuatro (04) folios
NOVENO: mediante recientes fallos emitidos recientemente los Jueces de tutela se han pronunciado a favor de los actores, en casos completamente análogos a ESTE: RADICACION Nº 68001-31-03-005-2020-0037-00 DEL 21 DE FEBRERO DE 2020, EMANADO DEL JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA Y EL RADICADO 707423189001-2020-00023-00  DEL 25 DE FEBRERO DE 2020 DEL JUZGADO PROMISCUO DELCIRCUITO DE SINCÉ-SUCRE, y YA RECIENTEMENTE EN MANIZALES-CALDAS  EL JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE MANIZALES, MEDIANTE RADICADO 17001311000220200007300 SENTENCIA 56 DEL 13 DE  MARZO DE 2020, SE HA PRODUCIDO EL FALLO DE TUTELA A FAVOR DEL ACCIONANTE SEÑOR EFRAIN WILFREDO MORENO CASTRO. REGISTRADOR DEL MUNICIPIO DE PENSILVANIA-CALDAS.
DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS
DERECHO AL TRABAJO:

Estimo que con la actuación de la accionada, se está violando entre otros de mis derechos fundamentales debido proceso administrativo, derecho al trabajo, a la seguridad social y al mínimo vital, dignidad humana, estabilidad laboral, igualdad, y confianza legítima 
El consagrado en el artículo 25 de la Constitución Política, que dispone:

 "El trabajo es un derecho y una obligación social y goza en todas sus modalidades de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condicio​nes dignas y justas".

En la Carta del 91 se observa un bien significativo cambio de carácter cualitativo en relación con el trabajo. En efecto, es ciertamente un derecho humano (art. 25) pero tam​bién constituye, al mismo nivel de respeto a la dignidad humana, un principio o ele​mento fundamental del nuevo orden estatal (art. 1° C.P.).

Cuando el Constituyente de 1991 decidió garantizar un orden político, económico y social justo e hizo del trabajo requisito indispensable del Estado quiso significar con ello que la materia laboral, en sus diversas manifestaciones, no puede estar ausente en la construcción de la nueva legalidad.

El trabajo, como factor fundamental de los procesos económicos y sociales, resulta de primordial importancia en razón de que posibilita los medios de subsistencia y la cali​dad de ésta para el mayor número de población y de él depende de manera general el crecimiento y desarrollo económico. También de él se desprenden varias y complejas relaciones sociales concurrentes y divergentes en cuanto a los intereses que en ella se traban. Esta naturaleza básica del trabajo, reconocida por el Constituyente de 1.991 des​de el Preámbulo de la Carta, también manifiesta en su contenido el propósito de asegu​rarlo de manera prioritaria, ante otros objetivos del Estado.

Ahora bien, no cabe duda que en nuestro ordenamiento jurídico el derecho al trabajo es una manifestación de la libertad del hombre, y por lo tanto, en último término tiene su fundamento en la dignidad de la persona humana; de ahí que su constitucionaliza​ción haya sido el resultado de un largo y difícil proceso histórico en cuyo fondo apare​cen las grandes luchas políticas y sociales por la libertad del hombre.

DERECHO A LA IGUALDAD

La Constitución Política consagra en su artículo 13 el derecho a la igualdad en los siguientes términos: “ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

Sobre igual tema, en un caso con ingredientes fácticos similares al actual, la Corte Constitucional, mediante Sentencia T. 221 de 2014, ha dicho:

5.1.1. En el caso objeto de estudio, se encuentra probado lo siguiente: (i) la peticionaria se desempeñó en provisionalidad en el cargo de Registradora Municipal 4035-05 de la Registraduría Municipal de Los Córdobas desde el veinticuatro (24) de octubre de dos mil doce (2012) hasta el veinticuatro (24) de enero de dos mil trece (2013), fecha en que fue desvinculada mediante Resolución No. 012 de dos mil trece (2013), sin motivación alguna.
 (ii) la señora Barrios tiene a su cargo a su madre de ochenta y seis (86) años de edad.
 

Por su parte, la Registraduría Nacional del Estado Civil señaló que “los efectos de la Resolución No. 235 del 24 de octubre de 2012 [por medio de la cual se efectuó el nombramiento de la peticionaria]se agotaron el 24 de enero de 2013, por mandato de la ley, conforme lo estipula el literal c) del artículo 20 de la Ley 1350 de 2009”,
 pues el nombramiento se realizó por el término de tres meses y a la fecha de comunicación de la desvinculación ya había transcurrido dicho término. Además, afirmó que la peticionaria cuenta con la acción de nulidad y restablecimiento para controvertir la legalidad del acto administrativo de desvinculación.

5.1.2. Sin embargo, en la acción de tutela afirma la actora que los Delegados Departamentales de Córdoba de la Registraduría Nacional del Estado Civil vulneraron su derecho fundamental al debido proceso al no haber motivado la Resolución por medio de la cual se dio por terminado su nombramiento en provisionalidad y efectivamente en el acto administrativo correspondiente, aportado al proceso por la actora no se observa motivación alguna. Como se expuso en las consideraciones de esta providencia, los funcionarios que ocupan cargos de carrera en provisionalidad gozan de una estabilidad relativa, que implica que al momento de la terminación del vínculo, en el acto administrativo de desvinculación deben constar de forma clara, precisa y detallada las razones por las cuales se prescinde de los servicios del funcionario en cuestión. Pues estos funcionarios tienen derecho a saber cuáles fueron las razones que motivaron la desvinculación, como garantía derivada del derecho fundamental al debido proceso, el respeto al Estado de Derecho, el principio democrático y el principio de publicidad; además de la posibilidad que les asiste a los administrados de conocer cuáles son las razones que se invocan para el retiro de un servidor público cuando ejerce un cargo en provisionalidad, por ser esta una garantía del control de la arbitrariedad de la administración. 

5.1.3. Ahora bien, teniendo en cuenta que el caso concreto gira en torno a una funcionaria pública perteneciente a la Registraduría Nacional del Estado Civil, la Sala reitera que la naturaleza de los empleos de dicha entidad, de acuerdo con el artículo 6º de la Ley 1350 de 2009, por medio de la cual se reglamenta la Carrera Administrativa Especial, son por regla general de carrera. Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-230 A de 2008 indicó:

“Evidentemente los cargos de Secretario General de la Registraduría Nacional del Estado Civil, de registrador departamental, distrital o municipal, de clavero o de encargado de la verificación de los escrutinios no son de elección popular y, por lo tanto, cabe afirmar que, en principio, el acceso a su desempeño sólo debe estar sujeto a los requisitos indispensables para asegurar el cabal cumplimiento de las funciones propias del cargo mas no a la adscripción del ciudadano a un partido o movimiento político”.

Sin embargo, debido a que aún no se ha llevado a cabo el respectivo concurso para proveer los cargos en la entidad accionada, ésta se ha visto en la obligación de proveerlos con funcionarios nombrados en provisionalidad.
 

5.1.4. De la información suministrada por la autoridad accionada, la Sala encuentra que con fundamento en el literal c del artículo 20 de la Ley 1350 de 2009, los Delegados Departamentales de Córdoba nombraron a la señora Barrios en provisionalidad en el cargo de Registradora Municipal 4035-05 por el término de tres (3) meses conforme se extrae de la Resolución No. 235 de dos mil doce (2012).  En este orden de ideas, y siguiendo la ratio de la sentencia C-553 de 2010,
 para la desvinculación de la actora, que desempeñaba un cargo de carrera en provisionalidad, que no iba a ser ocupado por una persona que hubiese presentado concurso, porque este no se había llevado a cabo, debió expedirse un acto administrativo motivado.  

5.1.5. En esta medida, la actuación desplegada por la autoridad accionada vulneró el derecho fundamental al debido proceso de la peticionaria, en tanto la señora Barrios al ocupar un cargo de carrera en provisionalidad tenía derecho a que en el acto administrativo de desvinculación se plasmaran las razones por las cuales se había adoptado tal determinación. Pues, si bien la Registraduría tiene la potestad en virtud del literal c del artículo 20 de la Ley 1350 de dos mil nueve (2009), de realizar nombramientos provisionales, ello no la exime de la obligación de motivar el acto de desvinculación, con mayor razón al tratarse de una vinculación que se había realizado por especiales razones del servicio, como lo invocó la autoridad accionada en el acto de nombramiento. Teniendo en cuenta, además, que la accionante era funcionaria en provisionalidad o como supernumeraria en distintos cargos en la Registraduría desde el año dos mil siete (2007). 

5.1.6. Entonces, en el caso de la señora Barrios, se debe tener en cuenta que además de que su desvinculación se llevó a cabo sin motivar el acto administrativo, estamos en presencia de una situación de afectación del mínimo vital. Toda vez que según lo ha expresado la actora su vinculación aproximada por seis (6) años en la Registraduría, ha constituido su única fuente de ingresos de ella y la de su núcleo familiar constituido por su anciana madre a quienes mantiene. Aunado a eso, la accionante no recibe ayuda de un tercero para el sostenimiento de las personas que dependen de ella.  

Por lo que siguiendo la línea jurisprudencial establecida por la Corte Constitucional, la acción de tutela es el instrumento idóneo para asegurar la defensa de los derechos de la peticionaria, en tanto la señora Barrios tiene derecho a conocer de manera concreta las razones que motivaron la decisión de desvinculación, como garantía derivada del derecho fundamental al debido proceso, del respeto al Estado de derecho, al principio democrático y al principio de publicidad, por tratarse de una garantía mínima de control de la arbitrariedad de la administración.

 

Dado entonces que la desvinculación se hizo en contravía de la jurisprudencia constitucional sobre motivación del acto administrativo, y que se presume la afectación del mínimo vital de la accionante y su familia, la entidad deberá reintegrarla al cargo que venía desempeñando al momento de la desvinculación, si este no ha sido provisto por concurso a la fecha de esta sentencia, o a un cargo vacante en provisionalidad.   

5.1.7. La Sala Primera de Revisión considera que con la actuación desplegada por los Delegados Departamentales de Córdoba de la Registraduría Nacional del Estado Civil se vulneraron los derechos fundamentales al debido proceso y al mínimo vital de la señora Rosa María Barrios, teniendo en cuenta sus circunstancias particulares – en tanto se trata de un mujer que es madre cabeza de familia y que su madre anciana depende del salario mensual por ella devengado-. 

Por lo que en aplicación de la jurisprudencia constitucional,
 la Sala procederá a revocar el fallo proferido el veinticinco (25) de julio de dos mil trece (2013) por la Sala de Decisión Penal de Tutelas de la Corte Suprema de Justicia, que confirmó la sentencia proferida el  diecisiete (17) de junio de dos mil trece (2013) por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Montería, que declaró improcedente la tutela promovida por la accionante contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, y en su lugar concederá como mecanismo definitivo la tutela de los derechos al debido proceso y al mínimo vital, para lo cual se dejará sin efectos el acto que dio por terminado el nombramiento y se ordenará su reintegro al cargo que se encontraba desempeñando al momento del retiro en la Registraduría Municipal de Los Córdobas, siempre que este no haya sido provisto por concurso, pues de darse lo anterior la peticionaria deberá ser reintegrada a un cargo vacante en provisionalidad, sin considerar que ha existido solución de continuidad, así como el pago de salarios y prestaciones dejados de percibir desde la desvinculación hasta cuando sea efectivamente reintegrada.

En el presente caso, la accionada, le ha vulnerado el debido proceso administrativo, derecho al trabajo, a la seguridad social y al mínimo vital, dignidad humana, estabilidad laboral, igualdad, y confianza legítima
PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD
Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los artículos 1°, 2°, 5° y 9° del Decreto 2591 de 1991, ya que lo que se pretende es que se garantice para el accionante ALVARO LOPEZ CARDENAS, el derecho fundamental al trabajo permitiéndosele el REINTEGRO A SU CARGO, y toda vez que la petición consiste en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela actúe o se abstenga de hacerlo según el inciso 2° art. 86 de la C.P. siendo únicamente aceptables como otros medios de defensa judicial, para los fines de exclusión de la acción de tutela, aquellos que resulten aptos para hacer efectivo el derecho, es decir, que no tienen tal carácter los mecanismos que carezcan de conducen​cia y eficacia jurídica para la real garantía del derecho.

La existencia de otro medio de defensa ha sido reiteradamente explicada por el H. Corte Constitucional, en el sentido de que no siempre que se presenten varios meca​nismos de defensa, la tutela resulta improcedente. Es necesario además una ponderación de eficacia de los mismos a partir de la cual se concluya que alguno de los otros medios existentes, es tan eficaz para la protección del derecho fundamental como la acción de tutela misma y en tal sentido en la sentencia T-526 del 18 de septiembre de 1992, Sala Primera de Revisión, manifestó:

 "... Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el artículo 86 de​be poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por naturaleza, tiene la acción de tutela. De no ser así, se estaría haciendo simplemente una burda y mecánica exégesis de la norma, en abierta contratación con los principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer expreso del constituyente."

Para los efectos de que trata los artículos 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, manifiesto bajo juramento que, con anterioridad a esta acción no he promovido acción similar por los mismos hechos.

                        JURISPRUDENCIA SOBRE CASOS SIMILARES:
Sobre estabilidad laboral relativa para funcionarios en provisionalidad Y DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCION EN LA REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL: Como referente sírvase tener en cuenta lo decidido por la Corte Constitucional en Sentencia T-221/14: 
DESVINCULACION EN CARGO DE CARRERA EN PROVISIONALIDAD-Debe ser motivado/ACTOS DE RETIRO-Derecho a conocer cuáles fueron las razones que motivaron la decisión

A la persona nombrada en provisionalidad le asiste el derecho de conocer las razones por las cuales se les desvincula del servicio (i) como garantía derivada del derecho fundamental al debido proceso, el respeto al Estado de derecho, el principio democrático y el principio de publicidad; (ii) el deber general de motivar los actos administrativos; (iii) la posibilidad que le asiste a los administrados de conocer cuáles son las razones que se invocan para su retiro cuando ejercen un cargo en provisionalidad; (iv) el derecho que le asiste a quienes ocupan un cargo de carrera en provisionalidad de motivar el acto de insubsistencia, como garantía mínima del derecho fundamental al debido proceso y del control de la arbitrariedad de la administración, a diferencia de quienes ocupan un cargo de libre nombramiento y remoción para los cuales tiene cabida la excepción de la motivación del acto de retiro. 

REINTEGRO A CARGO EN PROVISIONALIDAD-Orden a la Registraduría reintegrar a la accionante al cargo que se encontraba desempeñando al momento del retiro, si éste no ha sido provisto por concurso de méritos

SOBRE ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA; Sentencias Sentencia T.186 de 2013. Y T 663 DE 2011: 
SOBRE LA EXISTENCIA DE OTROS MECANISMOS JUDICIALES: Como referente sírvase IGUALMENTE tener en cuenta lo decidido por la Corte Constitucional en Sentencia T-221/14: 

“Sin embargo, como la presencia de otros mecanismos judiciales de defensa debe valorarse en cada caso concreto, atendiendo con su eficacia material y las circunstancias especiales de quien invoca el amparo, la Sala considera que, tratándose de la omisión al deber de motivación de los actos de retiro de cargos ocupados en provisionalidad, es procedente acudir a la acción de tutela por constituir éste el mecanismo idóneo y materialmente eficaz para asegurar la protección oportuna de los derechos fundamentales. En este sentido, la posibilidad de hacer uso de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho no es incompatible ni excluye el ejercicio de la acción de tutela, lo cual se explica por las siguientes razones:
- La posición del Consejo de Estado, según la cual el nominador puede declarar la insubsistencia sin la obligación de hacer explicitas las razones para ello, ha sido abiertamente contraria a la postura sólida y reiterada que por más de una década ha sostenido la Corte Constitucional, según la cual existe un inexcusable deber de motivación de los actos de retiro. 

- Esta abierta discrepancia trae como resultado previsible, con detrimento patrimonial del erario público, el trámite de procesos ante la jurisdicción contencioso administrativa, en los que aun siendo evidente que el acto está viciado por la falta de motivación y por tanto da lugar a su nulidad, la reclamación sea nugatoria en tanto que no obtienen la protección concreta y el restablecimiento del derecho que se considera violado, debiendo entonces acudirse a la acción de tutela contra providencias judiciales, como en efecto ha ocurrido en los asuntos que ahora son objeto de revisión.

- Sumado a ello, resultaría inequitativo y desproporcionado exigir al ciudadano la activación y agotamiento del mecanismo judicial ordinario, puesto que frente al acto inmotivado de insubsistencia se halla impedido para controvertir ante el juez administrativo, con la plena garantía del debido proceso, las razones que llevaron al nominador a su desvinculación, en tanto que no las conoce al momento de iniciar la respectiva acción ordinaria. En tal medida, no dispone de todos los elementos de juicio necesarios y suficientes para ejercer una plena defensa de sus derechos, precisamente ante la ausencia de motivación del acto de retiro. 

Por lo anterior, la Sala estima que si bien el ciudadano tiene a su disposición la acción contencioso administrativa y puede hacer uso legítimo de ella, éste mecanismo judicial no resulta materialmente eficaz para la protección de sus derechos, lo que hace posible acudir al amparo constitucional como instrumento idóneo para asegurar la defensa de sus derechos por vía de tutela. En efecto, el administrado tiene derecho a conocer de manera puntual cuáles fueron las razones que motivaron esa decisión, como garantía derivada del derecho fundamental al debido proceso, del respeto al Estado de derecho, al principio democrático y al principio de publicidad, por tratarse de una garantía mínima de control de la arbitrariedad de la administración”
Sobre Perjuicio irremediable: Como referente sírvase tener en cuenta lo decidido por la Corte Constitucional en Sentencia T-956/13: 

En cuanto a la cualificación de los hechos que configuran la inminencia de un perjuicio irremediable, la jurisprudencia constitucional ha contemplado que ese perjuicio (i) debe ser inminente; (ii) debe requerir de medidas urgentes para ser conjurado; (iii) debe tratarse de un perjuicio grave; y (iv) solo puede ser evitado a partir de la implementación de acciones impostergables.  El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente".  Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética.  Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, aunque no necesariamente consumada.  Lo inminente, pues, desarrolla la operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga el proceso iniciado.  Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado.  Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto.  Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia…
SOBRE CONFIANZA LEGITIMA: Como referente sírvase tener en cuenta lo decidido por la Corte Constitucional en cuanto al principio de la legitima confianza en Sentencia  C-131 de 2003, cuando manifestó:
"Así pues, en esencia la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un medio jurídico estable y previsible, en el cual pueda confiar…

 

Se trata, por tanto, que el particular debe ser protegido frente a cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades públicas. En tal sentido, no se trata de amparar situaciones en las cuales el administrado sea titular de un derecho adquirido, ya que su posición jurídica, es susceptible de ser modificada por la Administración, es decir, se trata de una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación jurídica no serán modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se encuentre, en estos casos, ante la obligación de proporcionarle al afectado un plazo razonable, así como los medios, para adaptarse a la nueva situación.  
    
 (...).

En suma el principio de confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste en que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, por tanto, lesionar o vulnerar derechos adquiridos, sino tan sólo de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían hecho con base en acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, bien que se trate de comportamientos activos o pasivos de la administración pública, regulaciones legales o interpretaciones de las normas jurídicas. De igual manera, como cualquier otro principio, la confianza legítima debe ser ponderada, en el caso concreto, con los otros, en especial, con la salvaguarda del interés general y del principio democrático"
 
SOBRE LA BUENA FE: Como referente sírvase tener en cuenta lo decidido por la Corte Constitucional en cuanto al principio de la Sentencia T-398 del 25 de agosto de 1997 Corte Constitucional expreso:

“El principio de la buena fe se presenta en el campo de las relaciones administrado y administración, "en donde juega un papel no sólo señalado en el ámbito del ejercicio de los derechos y potestades, sino en el de la constitución de las relaciones y en el cumplimiento de los deberes, comporta la necesidad de una conducta leal, honesta, aquella conducta que, según la estimación de la gente, puede esperarse de una persona".

"La buena fe incorpora el valor ético de la confianza legítima. 

En razón a esto tanto la administración como los administrados deben actuar conforme a las exigencias de la buena fe, sin olvidar "Que el derecho nunca debe ser manejado de espaldas a su fundamento ético que debe ser el factor informante y espiritualizador". Lo anterior implica que, así como la administración pública no puede ejercer sus potestades defraudando la confianza debida a quienes con ella se relacionan, tampoco el administrado puede actuar en contra de aquellas exigencias éticas."

"La aplicación del principio de la buena fe permitirá al administrado recobrar la confianza en que la administración no va a exigirle más de lo que estrictamente sea necesario para la realización de los fines públicos que en cada caso concreto persiga. Y en que no le va a ser exigido en su lugar, en el momento ni en la forma más inadecuados, en atención a sus circunstancias personales y sociales, y a las propias necesidades públicas. Confianza legítima de que no se le va a imponer una prestación cuando sólo, superando dificultades extraordinarias podrá ser cumplida."7

 

Sobre DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO: Como referente sírvase tener en cuenta lo decidido por la Corte Constitucional en Sentencia T-796/13 de Septiembre de 2006.
 

“Debido proceso administrativo.-El debido proceso administrativo “comprende una serie de garantías con las cuales se busca sujetar a reglas mínimas sustantivas y procedimentales, el desarrollo de las actuaciones adelantadas por las autoridades en el ámbito judicial o administrativo, con el fin de proteger los derechos e intereses de las personas vinculadas, pues es claro que el debido proceso constituye un límite material al posible ejercicio abusivo de las autoridades estatales. Así mismo, es desarrollo del principio de legalidad, según el cual toda competencia ejercida por las autoridades públicas debe estar previamente señalada en la ley, como también las funciones que les corresponden y el trámite a seguir antes de la adopción de determinadas decisiones. Igualmente, el principio de legalidad impone a las autoridades el deber de comunicar adecuadamente sus actos y el de dar trámites a los recursos administrativos previos en el ordenamiento jurídico.”
Si bien es cierto el nombramiento del Doctor ALVARO LOPEZ CARDENAS, tiene el carácter de LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN, no es menos cierto lo que la jurisprudencia ha establecido como deber de MOTIVAR LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DE DESVINCULACION DE LOS SERVIDORES PUBLICOS:
5.2.  Ya se señaló que el interés general es uno de los principios fundantes del Estado Social de Derecho, así como un principio orientador de la función pública. En esas condiciones, la administración puede acudir al nombramiento de cargos en provisionalidad en procura del logro de los fines esenciales del Estado, mientras se puede proveer definitivamente el empleo con personas que superen las condiciones y requisitos del proceso de selección o concurso de méritos señalados por la ley, en cumplimiento del mandato consagrado en el artículo 125 de la Carta Política. 

El nombramiento de cargos en provisionalidad se caracteriza por su temporalidad o transitoriedad, hasta tanto puedan ser provistos en propiedad con quienes hayan superado el proceso de selección. Es decir, se trata de un vínculo destinado a desaparecer una vez se cumplan las situaciones objetivas que permiten al nominador llenar las vacantes transitorias con quienes hayan superado el concurso en estricto orden de méritos. Con ello, se da cumplimiento a las finalidades de la carrera administrativa, esto es, garantizar el ingreso y permanencia al servicio público de las personas más calificadas para desempeñar la función que se les asigna, atendiendo para ello los principios que la orientan, como el mérito y la igualdad de oportunidades.

Ahora bien, como se sabe, la Comisión Nacional del Servicio Civil es la entidad constitucional y legalmente responsable de la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, razón por la cual resultaba necesario expedir una normatividad que regulara el procedimiento que debe surtirse ante esa entidad y por la misma, para el adecuado cumplimiento de sus funciones. Así, el legislador extraordinario expidió el Decreto-ley 760 de 2005, en el cual se regula el procedimiento para adelantar los procesos de selección, resolver las reclamaciones que se presenten en el desarrollo de los mismos, la exclusión de las listas de elegibles, revocatoria del nombramiento por el no cumplimiento de los requisitos, declaratoria de desierto del proceso de selección. Es decir una normatividad tendiente a garantizar el cumplimiento en rigor del proceso de selección, con el objeto que los nombramientos en carrera una vez superadas todas las etapas, incluido el período de prueba, recaiga exclusivamente en quienes lo han superado en estricto orden de méritos.

Siendo ello así, en el artículo 24 cuestionado se dispuso por el legislador habilitado que quien se encuentre desempeñando un empleo de carrera en carácter provisional, pueda ser retirado del servicio a pesar de estar amparado con la garantía del fuero sindical, sin que tenga que mediar para ello autorización judicial en los eventos contemplados en la norma acusada, esto es, cuando no sea superado el período de prueba por obtener calificación insatisfactoria, según lo previsto por el artículo 31 de la Ley 909 de 2004, como ya se vio; cuando el empleado no participe en el concurso público de méritos para proveer los empleos que estén siendo desempeñados en provisionalidad; o cuando a pesar de haber participado en el concurso, no ocupe los puestos que permitan su nombramiento en estricto orden de méritos. Existe pues una relación directa entre el retiro del servicio en estos casos, con el proceso de selección para cargos de carrera administrativa cuya competencia es del resorte de la Comisión Nacional del Servicio Civil. En efecto, se trata de situaciones objetivas previamente establecidas por la ley como causal de retiro del empleo las que dan lugar a ello. De ahí que no sea necesaria la autorización judicial que se echa de menos por los demandantes, pues no se trata de verificar la existencia o no de justas causas del despido de trabajadores amparados con fuero como una medida tuitiva del derecho de asociación sindical, sino de dar cumplimiento a los procesos de selección para el ingreso a la función pública, fundados en el mérito y la igualdad de oportunidades de todos los aspirantes (CP. art. 125). 

Recuérdese que los servidores que desempeñan funciones en provisionalidad se encuentran en condición de transitoriedad y de excepción que encuentra su justificación en la continuidad del servicio, de suerte que se pueda dar cumplimiento a los fines esenciales del Estado. En tal virtud gozan solamente de una estabilidad relativa hasta tanto se pueda proveer el empleo con quienes superen el concurso público de méritos. Así las cosas, en las circunstancias previstas por el artículo 24 del Decreto-ley 760 de 2005 la desvinculación del trabajador se da por mandato constitucional y legal y no por despido o decisión unilateral del nominador. En efecto, una de las causales del retiro del servicio es la calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, como lo dispone el artículo 125 de la Ley Fundamental, que se da cuando no se supere el período de prueba; y las otras dos causales, por no participar en el concurso o por el hecho objetivo de no alcanzar los puntajes requeridos en el mismo para adquirir la vocación de ser nombrado en período de prueba en estricto orden de méritos. 

Se observa entonces, que no existe extralimitación en el en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas al Presidente de la República para expedir los procedimientos que se han de surtir por y ante la Comisión Nacional del Servicio Civil, pues como lo sostienen tanto la entidad interviniente como el Ministerio Público, lo regulado por la norma cuestionada no es un asunto propio del fuero sindical, sino del procedimiento que ha se surtirse ante el organismo constitucional competente, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 125 de la Constitución Política. No se trata en este caso de una modificación al Código Sustantivo del Trabajo en relación con la garantía del fuero sindical, sino una normatividad tendiente a hacer efectivos los principios que orientan la función pública mediante el adecuado funcionamiento de la carrera administrativa.

Al respecto, la Corte Constitucional mediante SU-917 de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, refirió:

 

“En suma, el deber de motivación de los actos administrativos que (por regla general) tiene la administración, hace efectiva la cláusula de Estado de Derecho, el principio democrático, el principio de publicidad en las actuaciones de la administración, al tiempo que permite a los asociados contar con elementos de juicio suficientes para ejercer su derecho de contradicción y defensa a fin de acudir ante las instancias gubernativas y autoridades judiciales para controlar los abusos en el ejercicio del poder. De esta forma a la Administración corresponde motivar los actos, estos es, hacer expresas las razones de su decisión, mientras que a la jurisdicción compete definir si esas razones son justificadas constitucional y legalmente. 
 
“(…)”
 
“Estos motivos pueden ser, por ejemplo, aquellos que se fundan en la realización de los principios que orientan la función administrativa o derivados del incumplimiento de las funciones propias del cargo, lo cuales, en todo caso, deben ser constatables empíricamente, es decir, con soporte fáctico, porque de lo contrario se incurrirá en causal de nulidad por falsa motivación2.
 
“(…)”
 
“En este orden de ideas, sólo es constitucionalmente admisible una motivación donde la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la provisión definitiva del cargo por haberse realizado el concurso de méritos respectivo, la imposición de sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u otra razón específica atinente al servicio que está prestando y debería prestar el funcionario concreto”. 
 
Adicionalmente, la Circular Conjunta No. 00000032 del 3 de agosto de 2012 expedida por el Ministerio del Trabajo y el Departamento Administrativo de la Función Pública, dispuso:

 

“De conformidad con lo expuesto, y con el fin de evitar reclamaciones a la Administración Pública, se recuerda a los representantes legales de las entidades y organismos del sector central y descentralizado de la Rama Ejecutiva de los niveles nacional y territorial que al momento de expedir los actos administrativos de insubsistencia del personal provisional deben ajustarse a los criterios y a los lineamientos impartidos por la Corte Constitucional en esta materia. 
 
Por lo tanto, situaciones como la declaratoria de inexequibilidad de los Actos Legislativos Nos. 01 de 2008 o 04 de 2011, O EL VENCIMIENTO DE DURACIÓN DEL TÉRMINO DEL NOMBRAMIENTO PROVISIONAL O EL DE SU PRÓRROGA NO SON MOTIVOS SUFICIENTES PARA EL RETIRO DEL PERSONAL PROVISIONAL, EN CUANTO ESTA SITUACIÓN NO ESTÁ CONSAGRADA COMO CAUSAL DE RETIRO DEL SERVICIO DE ESTOS EMPLEADOS. 
 
Finalmente, es necesario recordar que el nombramiento provisional solo procede una vez agotado el orden de prelación para la provisión definitiva de los empleos de carrera establecidos en la Ley 909 de 2004 y los decretos reglamentarios”.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2.5.3.4. del Decreto 1083 de 2015, y el criterio expuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-917 de 2010, la terminación del nombramiento provisional o el de su prórroga, procede por acto motivado, y sólo es admisible una motivación donde la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la provisión definitiva del cargo por haberse realizado el concurso de méritos respectivo, la imposición de sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u otra razón específica atinente al servicio que está prestando y debería prestar el empleado concreto. 

 

Por consiguiente, y dada la realización del correspondiente concurso de méritos para la provisión de los empleos de carrera resulta procedente la desvinculación de los empleados provisionales siempre que la misma se efectué mediante acto administrativo motivado a fin que el empleado conozca las razones por las cuales se le desvincula y ejerza su derecho de contradicción. 

 

 

(i). La NTCGP1000 establece que es necesario tanto “determinar la competencia necesaria de los servidores públicos y/o particulares que ejercen funciones públicas o que realizan trabajos que afectan la conformidad con los requisitos del producto y/o servicio” como “evaluar las acciones tomadas, en términos de su efecto sobre la eficacia, eficiencia o efectividad del Sistema de Gestión de la Calidad de la entidad” (Numeral 6.2.2., literales a y c)
 

(ii).El MECI establece dentro del componente de talento humano es necesario “Establecer la competencia requerida de los servidores públicos y/o particulares que ejercen funciones públicas e implementar acciones que permitan alcanzarla y mantenerla”, sin diferenciar en el tipo de vinculación de la persona.

 

(iii). La evaluación de gestión por dependencias que realiza Control Interno mide los resultados del área y esos resultados son obtenidos por todas las personas participantes, independientemente del tipo de vinculación.

 

En este orden de ideas, para implementar la evaluación del desempeño para los provisionales se deben tener en cuenta los siguientes aspectos, a saber:

 

a) Establecer mediante acto administrativo que se va a implementar la evaluación para provisionales, que el fin de esa evaluación es únicamente revisar la gestión y que por lo tanto no le genera al empleado provisional derechos de carrera.

 

b) Establecer el instrumento (debe ser exactamente igual para que no se propicie ningún tipo de discriminación)

 

c) Informar a los provisionales del proceso y notificarles el acto administrativo.

 

d) Incluir en las capacitaciones sobre evaluación un aparte puntual para explicar detalladamente la implementación de este nuevo proceso tanto a jefes como a servidores

 

Es decir, que la evaluación de desempeño conforme lo expresado, es procedente establecerla como política de operación de calidad para los empleados provisionales siempre que la misma esté regulada a través de un acto administrativo que establezca el instrumento y la metodología a utilizar por los responsables del proceso entiéndase, evaluadores y evaluados.

 

Con fundamento en lo expuesto, esta Dirección Jurídica considera para los empleados provisionales se podrán concertar los objetivos o hacerle seguimiento a las funciones desarrolladas por los mismos, a través de instrumentos específicos diseñados por la entidad, o empleando formatos similares a los que utiliza para la evaluación de los empleados de carrera, en período de prueba o de libre nombramiento y remoción, sin que por este hecho se modifique o mute la naturaleza de la vinculación, se confieran derechos de carrera o cualquier otro beneficio propio de dichos empleos”.

 

Lo anterior, porque según lo sostiene el Departamento Administrativo de la Función Pública, “sólo es constitucionalmente admisible una motivación donde la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la provisión definitiva del cargo por haberse realizado el concurso de méritos respectivo, la imposición de sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u otra razón específica atinente al servicio que está prestando y debería prestar el funcionario concreto”, ya que acertadamente expone dicho organismo  “situaciones como la declaratoria de inexequibilidad de los Actos Legislativos Nos. 01 de 2008 o 04 de 2011, O EL VENCIMIENTO DE DURACIÓN DEL TÉRMINO DEL NOMBRAMIENTO PROVISIONAL O EL DE SU PRÓRROGA NO SON MOTIVOS SUFICIENTES PARA EL RETIRO DEL PERSONAL PROVISIONAL, EN CUANTO ESTA SITUACIÓN NO ESTÁ CONSAGRADA COMO CAUSAL DE RETIRO DEL SERVICIO DE ESTOS EMPLEADOS”. 
Así entonces conforme lo dispone el Artículo 2.2.5.3.4 del Decreto 1083 de 2015, y el criterio de la Corte Constitucional contenido en la Sentencia SU-917 de 2010, la terminación del nombramiento provisional o el de su prórroga, “procede por acto motivado, y sólo es admisible una motivación donde la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la provisión definitiva del cargo por haberse realizado el concurso de méritos respectivo, la imposición de sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u otra razón específica atinente al servicio que está prestando y debería prestar el empleado concreto”. 
Por lo que la REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, quebrantó el ordenamiento constitucional, al proceder a despedir al señor ALVARO LOPEZ CARDENAS, 
PETICIONES

Por lo anterior solicito al Señor Juez, decretar la vulneración al derecho fundamental al debido proceso administrativo, derecho al trabajo, a la seguridad social y al mínimo vital, dignidad humana, estabilidad laboral, igualdad, y confianza legítima, que están siendo vulnerados flagrantemente por las entidades accionadas.

Como consecuencia de lo anterior, se ordene:
PRIMERO: Que se declare nulo y que se revoque el acto administrativo contenido en el MEMORANDO del mes de Octubre de 2019, mediante el cual se LE INFORMA AL DR. ALVARO LOPEZ CARDENAS, QUE SE LE PRORROGABA EL CONTRATO HASTA EL 31 DE ENERO de 2020, INCLUSIVE, fecha en la cual finalizaba SU vinculación como DELEGADO DEPARTAMENTAL DE RISARALDA Y QUE DEBIA HACER ENTREGA FORMAL DE LAS ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LAS FUNCIONES DEL CARGO (CIRCULAR 079 DEL 13 de agosto de 2009,  004 de enero 12 de 2010, y 245 del 10 de septiembre de 2014), es de anotar igualmente que dicha comunicación y su resolución respectiva,  reposa original  en la REGISTRADURIA y de la que no tiene copia el accionante
SEGUNDO: Que como consecuencia de la anterior declaración, se ordene la reincorporación del accionante ALVARO LOPEZ CARDENAS, con efectividad a la fecha del retiro del cargo que ocupaba  como DELEGADO DEPARTAMENTAL DE LA REGISTRADURIA EN EL DEPARTAMENTO DE RISARALDA, a otro igual o superior categoría, con reconocimiento de sueldos y demás emolumentos dejados de percibir, junto con los que hayan podido causarle desde la fecha en que fue desvinculado, hasta la fecha en que efectivamente sea reincorporado a este. 

TERCERO: Que la orden impartida por el Señor Juez constitucional sea de inmediato cumplimiento.

PRUEBAS

Documentales, Aporto: Certificado RC 010805-20 DE LA GERENCIA DE TALENTO HUMANO- GRUPO DE REGISTRO Y CONTROL ES: 20.- 01-11-2019 HASTA 31 DE ENERO DE 2020., y RESOLUCION Nº 4990 del 21 de MAYO del año 2019, EL REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, ordena trasladar entre otros servidores públicos, al Dr. ALVARO LOPEZ CARDENAS, de la DELEGACION DEPARTAMENTAL RISARALDA A LA DELEGACIÒN DEPARTAMENTAL DE CESAR.  
Copia memorado 0702 del 25 de junio de 2019, mediante el cual se prorroga la vinculación al Dr. ALVARO LOPEZ CARDENAS, como DELEGADO DEPARTAMENTAL de que habla el hecho tercero, por tres meses, procedimiento usual en la REGISTRADURIA para este tipo de vinculaciones.

Respecto al MEMORANDO del mes de Octubre de 2019, mediante el cual se LE INFORMA AL DR. ALVARO LOPEZ CARDENAS, QUE SE LE PRORROGABA EL CONTRATO HASTA EL 31 DE ENERO de 2020, INCLUSIVE, fecha en la cual finalizaba SU vinculación como DELEGADO DEPARTAMENTAL DE RISARALDA Y QUE DEBIA HACER ENTREGA FORMAL DE LAS ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LAS FUNCIONES DEL CARGO (CIRCULAR 079 DEL 13 de agosto de 2009,  004 de enero 12 de 2010, y 245 del 10 de septiembre de 2014), es de anotar igualmente que dicha comunicación y su resolución respectiva,  reposa original  en la REGISTRADURIA y de la que no tiene copia el accionante, solicitamos respetuosamente al despacho que este sea solicitado su aporte a la TUTELA por parte de la accionada.
Solicito tener como pruebas los siguiente fallos de tutela, mediante los cuales ya recientemente los Jueces de tutela se han pronunciado a favor de los actores, en casos completamente análogos a este: RADICACION Nº 68001-31-03-005-2020-0037-00 DEL 21 DE FEBRERO DE 2020, EMANADO DEL JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA Y EL RADICADO 707423189001-2020-00023-00  DEL 25 DE FEBRERO DE 2020 DEL JUZGADO PROMISCUO DELCIRCUITO DE SINCÉ-SUCRE. Y ANEXO COPIA EN MEDIO MAGNETICO DE LA RECIENTEMENTEMENTE FALLADA EN MANIZALES-CALDAS, DEL JUZGADO SEGUNDO DE FAMILIA DE MANIZALES, MEDIANTE RADICADO 17001311000220200007300 SENTENCIA 56 DEL 13 DE MARZO DE 2020, SE HA PRODUCIDO EL FALLO DE TUTELA A FAVOR DEL ACCIONANTE SEÑOR EFRAIN WILFREDO MORENO CASTRO, REGISTRADOR DEL MUNICIPIO DE PENSILVANIA-CALDAS.
Copia de la hoja de vida de ALVARO LOPEZ CARDENAS, donde demuestra su amplia formación profesional para dicho cargo.
Columna de las 2 orillas del 17 de Febrero de 2020 en cuatro (04) folios, mediante la cual dicho medio de comunicación, ya ha registrado los efectos de lo que ellos denominan la “barrida” en la registraduría, promovida según dicho medio por el actual Registrador del estado civil, para abrirle espacio a cuotas políticas y personales.

Acta de posesión del accionante y Declaración extra juicio y copia historia clínica del Señor Padre del accionante.
MANIFESTACION
Bajo juramento manifiesto que no he presentado acción de tutela por estos mismos hechos y pretensiones.
NOTIFICACIONES

La accionadas: Registraduría Nacional del Estado Civil, en la Avenida Calle 26 No. 51-50 CAN Bogotá D.C.; correo electrónico: notificacionjudicial@registraduria.gov; Y notificacionestutelas@registraduria.gov.co;
Accionante: DR ALVARO LOPEZ CARDNEAS, Calle 25 Nº 22-23 Oficina 501 Manizales, telefono 3122953201 Correo: alc_625@hotmail.com
Suscrito abogado, a mi correo electrónico beniciomonsalve@hotmail.com celular 3155279381
Del Señor Juez,

BENICIO MONSALVE VALENCIA
C.C. 10.267.280 de Manizales
T.P. 82.889 del C.S.J.
� A Folio 55, obra copia de la Resolución No. 235 de 2012 “Por la cual se efectúa un nombramiento”.  Y, a folio 24 Cuaderno de Revisión obra copia de la Resolución 012 de enero 9 de 2013 “por la cual se dan por terminadas unas provisionalidades”. 


� A folio 9, obra copia de la Cédula de Ciudadanía de la señora Inés González Palomino, donde consta que la señora nació el 5 de octubre de 1929.  A folio 8, obra copia de la declaración extra juicio rendida por la señora Rosa María Barrios, en la cual bajo la gravedad de juramento declaró que “en la actualidad tengo bajo cargo y cuidado a mi madre de nombre Inés Palomino González Colombiana, mayor de edad y a mi hija de nombre Mónica Liliana Palomo Barrios, colombiana mayor de edad (…). Las cuáles residen bajo mi techo familiar y dependen económicamente de mi, para la subsistencia de ellas”. Sin embargo, no acreditó por qué razón su hija mayor de edad depende económicamente de ella.


� Folio 72.


� (MP. Rodrigo Escobar Gil) En esta ocasión, la Corte Constitucional se pronunció respecto de la demanda de inconstitucionalidad presentada en contra de la totalidad de los artículos 10 y 102, de algunos apartes de los artículos 12, 26, 32, 40, 47, 75, 79, 85, 101, 149 y 157 del Decreto 2241 de 1986, “Por el cual se adopta el Código Electoral”, así como del artículo 11 del Decreto 111 de 1996 “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que informan el Estatuto Orgánico del Presupuesto”. Para tal efecto, trajo a colación las motivaciones que tuvo el Congreso de la República para modificar el artículo 266 de la Constitución y para establecer el concurso de méritos y la carrera administrativa como mecanismo de ingreso al desempeño de cargos en la Registraduría Nacional del Estado Civil. La Corte resolvió declarar “exequible el numeral 8º del artículo 26 del Decreto 2241 de 1986, salvo las expresiones “quien será de distinta filiación política a la suya” y “con aprobación del Consejo Nacional Electoral”, que se declaran INEXEQUIBLES, y en el entendido de que estos cargos son de carrera administrativa especial, de conformidad con el inciso tercero del artículo 266 de la Constitución y que el Registrador Nacional del Estado Civil deberá convocar antes del 31 de diciembre de 2008, a un concurso de méritos para proveerlos”.


� Ley 1350 de 2009. Artículo 20. Clases de nombramiento.” La provisión de los empleos en la Registraduría Nacional del Estado Civil podrá realizarse mediante las siguientes clases de nombramiento:


a) Nombramiento ordinario discrecional: Es aquel mediante el cual se proveen los cargos que de conformidad con la presente ley tienen carácter de libre nombramiento y remoción;


b) Nombramiento en período de prueba: Es aquel mediante el cual se proveen los cargos del sistema especial de Carrera de la Entidad con una persona seleccionada por concurso y tendrá un término de cuatro (4) meses;


c) Nombramiento provisional discrecional: Esta clase de nombramiento es excepcional y solo procederá por especiales razones del servicio. El término de la provisionalidad se podrá hacer hasta por seis (6) meses improrrogables; deberá constar expresamente en la providencia de nombramiento. En el transcurso del término citado se deberá abrir el concurso respectivo para proveer el empleo definitivamente;


d) Nombramiento en ascenso: Es aquel que se efectúa previa realización del concurso de ascenso;


e) Nombramiento en encargo: Es aquel que se hace a una persona inscrita en Carrera Administrativa para proveer de manera transitoria un empleo de Carrera mientras se surte el concurso respectivo. El encargo no podrá exceder de seis (6) meses. En el transcurso del término citado se deberá adelantar el concurso respectivo para proveer el empleo definitivamente.


� (MP. Luis Ernesto Vargas Silva) Respecto de los empleos de libre nombramiento y remoción de la Registraduría Nacional del Estado Civil, estipulados como tal en el artículo 6 de la Ley 1530 de 2009, la Corte consideró: “En ese orden de ideas, debe la Corte proferir un fallo modulado que cumpla el doble propósito de conservar la competencia del legislador en la denominación de los cargos de responsabilidad administrativa o electoral y garantizar que tales empleos sean provistos por concurso de méritos, en los términos del artículo 266 C.P.  Por ende, la Sala declarará la exequibilidad condicionada del literal a) del artículo 6º de la Ley 1350/09 en el entendido que los cargos allí regulados son de libre remoción y deberán ser provistos exclusivamente por concurso público de méritos.  23. Finalmente, la Corte estima necesario hacer dos consideraciones adicionales respecto a las consecuencias de lo decidido en este fallo.  En primer término, la declaratoria de exequibilidad condicionada del literal a) del artículo 6º de la Ley 1350/09 no resuelve la omisión legislativa absoluta existente en materia de la libre remoción de los empleos de responsabilidad administrativa o electoral de la RNEC. Como se ha indicado, la Constitución dispone que estos cargos deben ser provistos mediante concurso público de méritos, lo que hace que queden incorporados a la carrera administrativa especial de la RNEC y, consecuentemente, no puedan ser cobijados por el régimen de libre nombramiento y remoción. En ese marco, la Carta Política ha diferido al legislador la regulación de la libre remoción de estos empleos. Sin embargo, analizada la normatividad existente la Corte encuentra que el Congreso no ha fijado reglas sobre la materia, lo que resulta agravado por el hecho que la Constitución haya previsto una régimen especial de carrera para la RNEC, de lo que se sigue que para esa entidad no son aplicables prima facie las reglas ordinarias de carrera administrativa, ni mucho menos las relativas al libre nombramiento y remoción, pues son incompatibles con el régimen mixto antes explicado”. 


� SU-917 de 2010 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio, SPV. Nilson Pinilla Pinilla).


� Ibídem. la Corte Constitucional advirtió que existía conexidad temática entre varias acciones de tutela interpuestas, en tanto se trataba de accionantes que desempeñaban cargos de carrera en provisionalidad en diferentes entidades públicas, siendo desvinculados de sus empleos sin que los actos de retiro hubieren sido motivados. Sin embargo, la Sala Plena separó en dos grupos a los demandantes: el primer grupo se conformó por aquellos demandantes que interpusieron acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa. Allí sus pretensiones fueron negadas con el argumento de que los actos de insubsistencia de empleos de carrera en provisionalidad no requieren motivación alguna. Los actores presentaron entonces tutela contra las sentencias judiciales que desestimaron sus reclamaciones, invocando la protección de sus derechos al debido proceso, acceso efectivo a la administración de justicia, trabajo, acceso a la función pública e igualdad. El segundo grupo de demandantes, acudieron a la tutela directamente contra las entidades de las que fueron desvinculados sin motivación alguna, por lo que solicitaron su reintegro. La Sala Plena de esta Corporación concedió el amparo de los derechos de los peticionarios al debido proceso y acceso efectivo a la administración de justicia como mecanismo definitivo, para lo cual declaró la nulidad de los actos administrativos de insubsistencia y a título de restablecimiento del derecho se ordenó el reintegro a los cargos que se encontraban desempeñando al momento del retiro. 





